
 
 
 
 
 

DIPUTACIÓN DE VALLADOLID 
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Por el Sr. Alcalde del Ayuntamiento de ________________ se solicita de este Servicio de 

Asesoramiento Local, informe jurídico sobre las actuaciones a llevar a cabo por el Ayuntamiento 

ante el incumplimiento de la adjudicataria del contrato de explotación del bar del centro cultural. 

 

En concreto el Ayuntamiento expone en sus antecedentes que en fecha 6/02/2014, se intentó 

notificar a la adjudicataria del centro cultural que se le adjudicaba el contrato por procedimiento 

negociado sin publicidad por el plazo de 1/11/2013 a 31/10/2014 improrrogable, pero que la 

adjudicataria no recogió la notificación, se negó a firmarla. 

  

Según manifiesta el Ayuntamiento la adjudicataria se niega a dejar el bar expedito en esa 

fecha porque entiende que tiene derecho a otro año. En los antecedentes se pone de manifiesto que 

el pliego de condiciones  forma parte del contrato y tiene firmada todas las hojas por la 

adjudicataria. También manifiesta el Ayuntamiento que ha utilizado el modelo de pliego 

confeccionado por el Servicio de Asesoramiento, y en cuya cláusula 4ª se establece como plazo de 

ejecución del contrato, 1 año, de 1-11-2013 a 31-10-2014, pudiendo prorrogarse por mutuo acuerdo 

por un año, siempre que no haya denuncia expresa por alguna de las partes dentro del plazo de dos 

meses anteriores a la finalización del contrato. 

 

El Ayuntamiento manifiesta que la adjudicataria ha incumplido su obligación de limpieza, y 

de acreditar que se encuentra cotizando como autónoma en la Seguridad Social. El Ayuntamiento 

pregunta qué actuaciones debe realizar si sigue negándose a dejar expedito el bar. 

 

Aunque los antecedentes no lo indican claramente, de lo expuesto en ellos, y de la 

conversación telefónica mantenida con el Ayuntamiento, el problema se encuentra en que la 

adjudicataria considera que tiene derecho a una prórroga de un año más del contrato, es decir, hasta 

el 31 de octubre de 2015, porque entiende que en el contrato, en la cláusula tercera se indica que “El 

plazo de duración del contrato será de 1 año, desde el 1.11.2013 al 31.10.2014, prorrogable en las 

mismas condiciones por otro año”. 

 

Según la adjudicataria, esta cláusula la otorga derecho a una prórroga automática hasta el 31 

de octubre de 2015. En cambio, el Ayuntamiento entiende que puesto que los pliegos establecen en 

su cláusula 4ª que “el plazo de ejecución del contrato es de un año, del 1.11.2013 al 31.10.2014, 

pudiendo prorrogarse de mutuo acuerdo por un año, siempre que no haya denuncia expresa por 

alguna de las partes dentro del plazo de los dos meses anteriores a la finalización del contrato” y 

puesto que el Ayuntamiento le manifestado expresamente que es improrrogable, en su notificación 

de 6 de febrero de 2014, pues que no hay derecho a tal prórroga. 

 

Se trata de un contrato administrativo especial que se rige por el Real Decreto Legislativo 

3/2011 de 14 de noviembre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos 

(TRLCSP) 

 

Lo primero es indicar que pese a que la adjudicataria entiende que existe una contradicción 

entre el pliego de cláusulas administrativas y el contrato, en nuestra opinión no existe tal 
contradicción, puesto que el contrato indica que éste es prorrogable, lo que significa que existe la 

opción de prorrogarlo, no que se trate de una prórroga obligatoria, y el pliego de cláusulas concreta 
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el modo de ejercicio de esa prórroga (mutuo acuerdo siempre que no haya denuncia expresa por 

alguna de las partes dentro del plazo de dos meses anteriores a la fecha de finalización del contrato). 

 

Pero aún entendiendo que existiera contradicción entre ambos, siempre prima el pliego de 

cláusulas administrativas sobre el contrato, y ello por las siguientes razones: 

 

- El artículo 115.2 del TRLCSP establece que “En los pliegos de cláusulas administrativas 

particulares se incluirán los pactos y condiciones definidores de los derechos y 

obligaciones de las partes del contrato...”. 

 

- El artículo 115.3 del TRLCSP establece que “Los contratos se ajustarán al contenido de 

los pliegos particulares, cuyas cláusulas se consideran parte integrante de los mismos”. 

 

- El artículo 145 del TRLCSP establece que “Las proposiciones de los interesados deberán 

ajustarse a lo previsto en el pliego de cláusulas administrativas particulares y su 

presentación supone la aceptación incondicionada por el empresario del contenido de la 

totalidad de dichas cláusulas o condiciones, sin salvedad o reserva alguna”. 

 

- La adjudicataria en el propio contrato, indica que el contratista presta su conformidad al 

pliego de cláusulas particulares “firmando un ejemplar del mismo que se une como anexo 

nº1”. 

 

De todo lo expuesto se deduce que el contrato debe interpretarse en el sentido establecido en 

el pliego de cláusulas, y por tanto para este caso concreto, debe interpretarse en el sentido de que la 

adjudicataria no tiene derecho a una prórroga automática del contrato, sino que el contrato se 

prorrogará si es de mutuo acuerdo siempre que no haya denuncia expresa por alguna de las partes 

dentro del plazo de los dos meses anteriores a la finalización del contrato. Es decir, el contrato 

finalizaba el 31/10/2014, y solo se prorrogaría si no mediaba denuncia expresa dentro del plazo de 

los dos meses anteriores a la finalización del contrato. 

 

En el caso concreto, según los antecedentes, el Ayuntamiento nos comunica que el 6 de 

febrero de 2014, ya notificó a la adjudicataria su voluntad de que el contrato era improrrogable. 

Desde una perspectiva muy formalista cabría entender que el Ayuntamiento no respetó el plazo 

establecido en el pliego de notificar la decisión de no prorrogar dentro del plazo de los dos meses 

anteriores a la finalización del contrato (es decir en el periodo comprendido entre el 30 de agosto 

hasta el 30 de octubre), ya que lo hizo en febrero, y por tanto, que el contrato se prorrogó 

automáticamente.  

 

Desde otro punto de vista cabría interpretar que ya antes de que terminara ese plazo de dos 

meses, el Ayuntamiento sí que había notificado a la interesada su voluntad de no prorrogar (lo hizo 

el 6 de febrero de 2014) y la adjudicataria (que se negó a recoger la notificación, pero que de 

acuerdo con el artículo 59.4 de la Ley 30/1992, se hará constar en el expediente, especificándose las 

circunstancias del intento de notificación y se tendrá por efectuado el trámite siguiéndose el 
procedimiento), no recurrió tal acuerdo, y habría que entender que el contrato no se prorrogó y 

terminó el 31 de octubre de 2014. 
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Si el contrato finalizó el 31 de octubre de 2014, habría quedado extinguido el título que 

ampara la ocupación. Pero para poder recuperar la posesión del local por parte del Ayuntamiento es 

necesario que el Ayuntamiento tramite un procedimiento de desahucio administrativo previsto con 

carácter básico en el artículo 58 de la Ley 33/2003 de 3 de noviembre de Patrimonio de las 

Administraciones Públicas (en adelante LPAP) y en los artículos 120 y siguientes del Real Decreto 

1372/1986 de 13 de junio por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales 

(en adelante RBEL). Es decir, no cabe que el Ayuntamiento cambie sin más las cerraduras del local. 

Para llegar a poder recuperar la posesión del local es necesario tramitar el procedimiento de 

desahucio administrativo mencionado.  

 

El desahucio administrativo es una forma específica de compulsión sobre las personas 

consistente en el desalojo o lanzamiento por los agentes de la Administración de quienes no tienen 

título bastante, por no haber existido nunca o por haberse extinguido sobre bienes de dominio 

público. 

 

El presupuesto fundamental para el ejercicio de la potestad de desahucio es la previa 

declaración de extinción del título que otorga el derecho a la utilización de los bienes. Esta 

declaración es imprescindible para constatar la extinción del título y habilita a la aplicación del 

desahucio administrativo. Es un proceso exclusivamente administrativo con carácter sumario, que 

debe venir precedido por el previo acto administrativo. 

 

Por tanto, de un modo indicativo, los pasos que tiene que llevar a cabo el Ayuntamiento para 

poder recuperar la posesión del local son los siguientes: 

 

1) Inicio del expediente de extinción del título que ampara la ocupación del bien, en el que se 

ponga de manifiesto que según el Ayuntamiento el contrato se ha extinguido a fecha 31 de 

octubre de 2014. 

 

2) Trámite de audiencia a la interesada por un plazo de 10 a 15 días hábiles para que formule 

las alegaciones que estime oportunas. 

 

3) Acuerdo del órgano competente (Alcalde o Pleno), por el que se declara la extinción del 

título que ampara la ocupación. En este caso, el que fuera el órgano de contratación, el 

Alcalde o el Pleno, tendrá que declarar que el contrato administrativo finalizó el 31 de 

octubre de 2014, y que por tanto se ha extinguido el derecho a la ocupación del local. En 

este acuerdo se le otorgará a la interesada un plazo prudencial para que abandone el local 

voluntariamente y se le advertirá que si no lo abandona voluntariamente el Ayuntamiento 

procederá a ejecutar este acuerdo forzosamente a través del desahucio administrativo. 

 

4) Notificación a la interesada de este acuerdo con recursos. 

 

5) Si transcurrido este plazo voluntario de desalojo del local, se comprueba por el 

Ayuntamiento que la interesada no lo ha abandonado voluntariamente, el Ayuntamiento 
procederá a acordar el desahucio por vía administrativa. El órgano competente para 

acordar el desahucio es el Pleno de la Corporación en cumplimiento del artículo 22.2 j) de 

la LBRL por mayoría simple. El Pleno acordará el desahucio en vía administrativa sin 
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derecho a indemnización en este caso, dando un plazo de desalojo de 10 días (hábiles), tal 

y como indica el artículo 129 del RBEL. 

 

6) Notificación de este acuerdo a la interesada con recursos. 

 

7) Comprobación por parte del Ayuntamiento, una vez transcurridos estos diez días hábiles, 

de si la interesada ha dejado libre el local voluntariamente. 

 

8) Si no lo ha abandonado voluntariamente, el Alcalde del Ayuntamiento, dentro del plazo de 

los 8 días siguientes a la expiración del plazo concedido (los 10 días hábiles), le requerirá 

nuevamente para que entregue el bien en el plazo de cinco días hábiles, y le apercibirá de 

que si transcurre este nuevo plazo y no abandona el local, se procederá al desalojo forzoso 

mediante lanzamiento administrativo tal y como indica el artículo 130 del RBEL. 

 

9) Notificación a la interesada de este nuevo requerimiento. 

 

10) Si transcurrido el plazo de 5 días otorgado en este nuevo requerimiento la interesada no 

abandona el local, el Alcalde dictará Resolución de lanzamiento, que se llevará a cabo con 

los propios medios del Ayuntamiento, fijando un día y una hora en el que se va a llevar a 

cabo el desalojo.  

 

11) Llegado el día y la hora (se podrá pedir auxilio a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 

Estado pero hay que tener en cuenta que el acto material de lanzamiento lo tiene que 

efectuar persona designada por el Ayuntamiento, y el auxilio de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado va dirigido a evitar desórdenes públicos), se entregará copia de la 

orden de lanzamiento a la interesada y se procederá al desalojo. Si la interesada no se 

encuentra en el local, o no consiente la entrada, sería prudente que el Ayuntamiento 

solicitara autorización judicial de entrada, ante el Juzgado de lo Contencioso-

Administrativo, puesto que según el artículo 8 de la Ley 29/1998 de 13 de julio, 

reguladora de la Jurisdicción contencioso-administrativa, la autorización judicial se 

extiende además de al domicilio a los restantes lugares cuyo acceso requiera el 

consentimiento de su titular, supuesto en el que puede encontrarse la entrada en un local 

de negocio. 

 

12) Llegada la autorización judicial se fijará nueva fecha de lanzamiento, y ya se podrá 

proceder al desalojo, aunque la interesada no consienta la entrada. Si la interesada no se 

encuentra en el local, se podrá proceder al cambio de cerraduras y se deberá realizar 

inventario de los enseres que se encuentren en el mismo, levantándose acta de todo ello, y 

comunicándole el lugar de depósito de sus enseres. Si la interesada se encuentra allí, 

además de lo anterior, se procederá al acto material de lanzamiento. 

 

No obstante lo anterior, comenzamos el informe exponiendo las dudas que suscitaba el hecho 

de que el Ayuntamiento no hubiera notificado en el plazo de dos meses anteriores a la finalización 
del contrato, la no prórroga del mismo, para considerar terminado el contrato. Ello, unido al 

conocimiento que tiene este Servicio (por la información facilitada por el propio Ayuntamiento) de 

que de momento la adjudicataria sigue explotando el bar del centro cultural, por consentimiento del 
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Ayuntamiento, la complejidad y el tiempo que lleva el tramitar un procedimiento de desahucio 

administrativo, y las fechas en las que nos encontramos, quizás sería más prudente para el 

Ayuntamiento mantener el contrato hasta el 31 de octubre de 2015, y en el mes de septiembre u 

octubre, antes del 31 de octubre de 2015, notificar fehacientemente la finalización del contrato, y la 

imposibilidad de prorrogarlo durante más tiempo, fijando incluso en ese acuerdo (previa audiencia a 

la interesada) de un plazo de abandono voluntario del local, tras la fecha de vencimiento del 

contrato y en caso de incumplimiento por parte de la interesada, acudir al  procedimiento de 

desahucio administrativo descrito anteriormente. 

 

Se emite el presente informe sin perjuicio de otro de mejor criterio fundado en mejor derecho. 

 

Valladolid, a 16 de marzo de 2015 
 


